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Presentación 
 

Iniciamos la presentación de este número con los resultados de la investigación del 

profesor Juan Jované De Puy sobre Cálculo del Ciclo Económico en Panamá donde 

examina y nos da a conocer un estimado del componente tendencial y del ciclo del nivel de 

actividad de la economía de Panamá, medido por el Producto Interno Bruto Real. 
 

El profesor Santos Martínez nos ofrece un análisis del Costo por Alumno a Nivel de 

Facultades en el Campus Central de Nuestra Primera Casa de Estudios Superiores 

señalando que resulta más indicado referirse a un costo individual a nivel de cada facultad, 

ya que hay diferencias significativas entre cada una de la unidades académicas. Propone 

que los cálculos deben ser depurados y basados en el presupuesto de gastos de 

funcionamiento de cada facultad y no basarse en los gastos sin los ajustes 

correspondientes. 
 

Arnold Muñoz Agrazal, economista y profesor del Departamento de Estadística Económica 

y Social, en su estudio descriptivo “Análisis Estadístico-Económico de las Condiciones 

Socioeconómicas y Culturales del Corregimiento de Tocumen” mide el comportamiento de 

variables tanto cuantitativas como cualitativas, referentes al desempleo, ingreso, aspectos 

demográficos, entre otros  de este popular corregimiento. 
 

Nos place la participación de la profesora Mirna González Martínez, especialista en 

Humanidades y Ciencias Sociales, que en su artículo sobre el “Litoral del Distrito de 

Antón: Hacia una Propuesta de Manejo Costero Participativo e Integral”, aborda 

consideraciones sobre el manejo costanero de Antón y nos presenta una propuesta de 

carácter participativo e integral de esa área geográfica. En su estudio considera 

lineamientos entre las condiciones naturales y el individuo como resultado de los cambios 

ambientales. 
 

Con ese mismo enfoque ambiental, el doctor Bernardo Aguilar González,  

Director Ejecutivo de la Fundación Neotrópica, nos brinda los resultados de su análisis 

sobre la “Deuda Ecológica e Injusta Ambiental en Áreas Protegidas Semiurbanas: Estudio 

de Caso en la Zona Protectora de La Carpintera en Costa Rica”,  sustentando que los 

mismos pueden ser aplicables en contextos similares en la región centroamericana y más 

allá, donde la interacción entre las áreas protegidas y los problemas sociales de la 

urbanidad son cada día más comunes. 
 

Concluimos el Volumen 10, No. 2 de esta Revista de Investigaciones Económicas con la 

reseña del libro de los profesores Hugo A. Pereira Serracín e Yira E. Pérez Naranjo 

titulado “Banca Internacional, el Entorno Económico y Financiero, Productos 

Bancarios”, el cual tiene como objetivo elaborar un compendio de material técnico e 

instrumentos financieros que se utilizan en el desarrollo de la actividad económica-

financiera de la banca internacional; en vista de la carencia bibliográfica sobre el tema. 

 
Profa. Ana Elvira Patiño M. 

Directora de la Revista  
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Resumen Ejecutivo 
 

Por muchos años la conservación en Costa Rica ha sido impulsada prevalentemente por 
grupos académico-científicos y se ha basado en modelos públicos verticales, de ONG 
ambientalista tradicional o de libre mercado. Estos enfoques han sido insuficientes 
tratándose del modelo de conservación llamado Zona Protectora (ZP), el cual, sobre todo 
en áreas urbanas y semi-urbanas, no ha tenido el éxito necesario. Sin embargo, abarca 
el 15% del territorio en protección en el país y es especialmente importante en la principal 
Cuenca Hidrográfica del País. Al igual que en otros lugares en América Latina, se observa 
hoy en Costa Rica una tendencia a la aparición de los que la ecología política llamaría  
“ambientalismo de los pobres”. 
 

Este trabajo explora la utilidad de los conceptos de esta tendencia ambientalista para la 
solución de los problemas de las ZP. Específicamente se enfoca en el caso de La 
Carpintera y documenta los resultados preliminares del trabajo que se hace hoy día con 
la utilización de conceptos como la valoración económico-ecológica multidimensional y la 
deuda ecológica para resolver la conflictividad que puede resultar en la pérdida de 
servicios ambientales que presta esta importante zona protegida. Los resultados de este 
análisis pueden ser aplicables en contextos similares en la región centroamericana y más 
allá, donde la interacción entre las áreas protegidas y los problemas sociales de la 
urbanidad son cada día más comunes. 
 

Palabras claves: Ecología Política, Deuda Ecológica, Valoración Económico Ecológica 
Multidimensional, Zona Protectora La Carpintera, Ambientalismo de los Pobres. 
 

Executive summary 
 

For many years conservation in Costa Rica has been led mostly by academic and scientific groups 
and has followed public vertical, traditional environmentalist NGO or market driven models. These 
perspectives have been insufficient for the conservation model known as the Protected Zone (ZP), 
which, especially in urban and semi-urban areas has not fully achieved its objectives. 
Nevertheless, it comprises 15% of the overall land under protection in the country and is especially 
important in the main watershed of the country. As in other places in Latin America, Costa Rica is 
showing today traces of environmental situations portraying what political ecologists known as 
“environmentalism of the poor.” Este trabajo explora la utilidad de los conceptos de esta tendencia 
ambientalista para la solución de los problemas de las ZP. Específicamente se enfoca en el caso 
de La Carpintera y documenta los resultados preliminares del trabajo que se hace hoy día con la 
utilización de conceptos como la valoración económico-ecológica multidimensional y la deuda 
ecológica para resolver la conflictividad que puede resultar en la pérdida de servicios ambientales 
que presta esta importante zona protegida.  
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This paper explores the usefulness of the concepts of this environmentalism trend to solve the 
problems of ZP. Specifically, it focuses on the case study of La Carpintera and documents the 
preliminary results of the work done today using concepts such as multidimensional ecological 
economic valuation and ecological debt to resolve the factors generating conflictivity that can 
result in the loss of environmental services generated by this important protected zone. The results 
of this analysis may be applicable to the Central American region and beyond as the interaction 
between protected areas and the social problems of urban areas is currently more common. 
 

Keywords: Political Ecology, Ecological Debt, Ecological Economic Multidimensional Valuation, 
La Carpintera Protected Zone, Environmentalism of the Poor. 
 
1. Introducción: Buscando la Post opía 
Económico Ecológica Costarricense: El 
Problema de las Zonas Protectoras. 
 

El ambiente académico de las ciencias socio-
ambientales en América Central se está 
viendo gradualmente afectado por la 
influencia del complejo proceso que ha 
afectado a América Latina. Este proceso ha 
incluido, en poco más de una década y 
media, una serie de cambios políticos que se 
están viendo acompañados de otra serie de 
factores que conforman un cuadro complejo 
que podría generar una postopía37 de los 
modelos tradicionales de desarrollo (Aguilar, 
2008). 
 

Dentro de este cuadro un redescubrimiento 
teórico de propuestas alternativas de 
modelos de desarrollo socio-ambiental es 
palpable. Asimismo se percibe un esfuerzo 
por alterar la realidad educativa de la región 
mediante la promoción de modelos y 
contenidos alternativos en los programas 
educativos de la región en áreas como la 
economía ecológica y la ecología política. 
Estas reflexiones se ven acompañadas de 
aplicaciones en modelos socio-ecológicos 
novedosos  como el desarrollo endógeno o 
autónomo, el buen vivir, los gobiernos 
autónomos o post normales y otros, desde 
México hasta Argentina (Aguilar, 2008). 
 

Sin duda, en Costa Rica esta evolución ha 
afectado la evolución de los movimientos 
ambientalistas del país. Por muchos años su 
historia ambiental ha presentado como base 
de la “república verde” primeramente los 
esfuerzos de individuos e instituciones 

                                                        
37 Con el término postopía pretendo designar una 

visión alternativa. 

científicas, acompañadas de Organizaciones 
No Gubernamentales (ONG) de corte 
tradicional para mantener un sistema de 
áreas protegidas. Posteriormente, se ha 
reforzado la noción de aplicación de modelos 
de desarrollo sostenible en el reconocimiento 
del turismo como fuente de recursos para los 
sistemas de conservación; el 
establecimiento de programas de pago por 
servicios ambientales (PSA) y en la 
aplicación de tecnologías amigables con el 
ambiente. Evans (1999) constituye un 
ejemplo típico de este tipo de historia 
ambiental costarricense. El fundamento 
social de esta corriente se halla en las 
tendencias ambientalistas que Martínez-Alier 
ha llamado “Culto a la Naturaleza Virgen” o 
“Culto a la Preservación” y de la 
tecnoeficiencia/conservación como sinónimo 
de la sostenibilidad (Guha. & Martínez-Alier, 
2000). 
 

Poco en realidad se ha escrito de una historia 
ambiental costarricense desde una 
perspectiva de ambientalismo social, que 
reconoce los conflictos ambientales que 
resultan de la distribución injusta de los 
costos y beneficios del uso y apropiación del 
espacio ambiental (lo que Guha & Martínez-
Alier, 2000, llaman ambientalismo de los 
pobres). Entre éstos vale citar la pionera obra 
de Fallas Baldi (1992), sobre los modelos de 
desarrollo y la crisis ambiental, el trabajo de 
Vandermeer y Perfecto (1995) sobre los 
cultivos y bosques tropicales, el esfuerzo de 
Borge y Castillo (1997) sobre los indígenas 
en Talamanca y la obra de van den 
Hombergh (1999) sobre la conflictividad en la 
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península de Osa por el proyecto 
extractivista de la papelera Ston Forestal.  
 

Una de las áreas de mayor desarrollo 
reciente en materia de ambientalismo de los 
pobres, o ecología política en América 
Latina, conforme se verá más adelante, es el 
área de deuda ecológica. (Aguilar, 2008). 
Dentro de esta línea de análisis se ubica esta 
investigación.  La misma propone la 
aplicación de un marco de deuda ecológica y 
valoración económico-ecológica 
multidimensional/multicriterial para el 
análisis de las injusticias ambientales de uno 
de los modelos más controversiales de 
conservación en Costa Rica: la Zona 
Protectora (ZP). Específicamente, el trabajo 
se enfoca en el estudio de caso de la ZP La 
Carpintera en el Valle Central de Costa Rica 
y propone cómo un marco de deuda 
ecológica podría ser de utilidad para analizar 
y discernir sobre posibles soluciones a los 
conflictos socio-ambientales distributivos de 
esta zona de alta población y gran valor 
ecológico.  
 

La ZP, conforme la ha perfilado la legislación 
ambiental costarricense, es un modelo que 
se designa para la protección de las cuencas 
hidrográficas. En dichas zonas se permite la 
existencia de propiedad privada y de 
diversos usos de la tierra diferentes de la 
cobertura boscosa. Por vía del trabajo de 
extensión ambiental, se pretende incentivar 
a los propietarios dentro de las zonas a las 
prácticas de manejo sostenible de los 
recursos naturales. Todo ello mediante 
planes de manejo adecuados. 
 

Las ZP que subsisten en el Sistema Nacional 
de Áreas de Conservación (SINAC) en Costa 
Rica generalmente se encuentran en las 
partes altas de diversas cuencas.  Asimismo, 
las ZP son importantes en razón de las zonas 
de vida en las que se ubican y  el potencial 
que tienen como corredores biológicos. La 
mayoría de ellas se encuentran en el Valle 
Central y la región del Pacífico Central, 
zonas que, según estudios científicos, 
incluyen 11 de las 23 zonas de vida 
presentes en Costa Rica. Estas zonas de 
vida se encuentran sub-representadas en los 
modelos de propiedad  pública del SINAC 

(Parques Nacionales, Reservas Biológicas, 
etc.).  Es importante también apuntar que las 
regiones incluyen la protección de los 
recursos de la Cuenca del Río Grande de 
Tárcoles, la más importante del país para el 
uso humano pues provee de agua/recibe los 
desechos líquidos de la principal área urbana 
de Costa Rica (Figura 1). 
 

La mayoría de las ZP fueron creadas en la 
década de los 1970. Cubren cerca de un 
15% del total de áreas protegidas del país 
(Aguilar González, 2009).  En una revisión de 
las ZP que realizamos a finales de los años 
90, como parte del trabajo de investigación y 
cursos de campo del Centro de Estudios 
sobre Desarrollo Sostenible, llegamos a la 
conclusión de que, a pesar de ser incluidas 
dentro de gran cantidad de materiales 
informativos y propagandísticos propios del 
SINAC, las mismas no eran más que 
“parques de papel" dadas las serias 
deficiencias que se detectaban en su manejo 
y efectiva conservación (Aguilar González, 
2009).  
 

Figura 1-Ubicación de la Mayor Densidad 
de ZP en Costa Rica. 

Fuente: Elaboración Propia con base en mapa de 

MIRENEM (Hoy día MINAE). 
 

2. El Contexto Inmediato: La Problemática 
de la ZP La Carpintera y su Nuevo Plan de 
Manejo.  
 

La ZP La Carpintera (ZPLC) fue creada en 
1976. Sus límites han sido modificados dos 
veces (en 1993 y en el 2001) y su extensión 
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actual es de 2385.76 ha. (Decreto Ejecutivo 
Nº 34547-MINAE, 2008). Se encuentra 
ubicada en el sur del Área de Conservación 
Cordillera Volcánica Central (ACCVC) 
(Figura 2). Es asimismo  parte de la Reserva 
de la Biosfera Cordillera Volcánica Central 
(RBCVC), declarada como tal por la 
UNESCO en 1988 (Ulate, 2007).  
Durante los últimos años, su 
importancia se ha reconocido, entre 
otros, en diversos proyectos de ley  y 
el reciente Decreto Ejecutivo que crea 
una Comisión Interinstitucional para la 
Protección de la ZP (Decreto Ejecutivo 
Nº 34547-MINAE, 2008). En éstos, se 
ha reconocido su importancia para el 
sistema de áreas protegidas del país y 
las amenazas y problemas de manejo 
que sufren sus ecosistemas.   
 

Según Torres (2001), las tendencias 
demográficas y socioeconómicas 
esperadas para los próximos años 
incrementarán la presión en los 
ecosistemas nativos de esta área 
protegida, dado que se localizan en la 
vecindad de las ciudades que están en pleno 
crecimiento y amenazan significativamente 
la integridad de la Zona Protectora y sus 
recursos hídricos. Los gobiernos locales 
involucrados han carecido de instrumentos 
concretos para evitar procesos de 
urbanismo. Existen evidencias de anteriores 
colonizaciones no planificadas.  Para 
entonces, ya había interés en realizar varias 
urbanizaciones dentro de la Zona Protectora 
de los Cerros de La Carpintera. 
 

Además, la integridad de la Zona Protectora 
es amenazada significativamente por 
procesos de extracción de material, tipo mina 
a cielo abierto. Esta actividad tiene varias 
décadas de realizarse con sus evidentes 
impactos ambientales.   El deterioro del área 
protegida tiene un impacto ambiental 
negativo en la conservación, disponibilidad y 
calidad de las aguas, así como en los suelos, 
los recursos forestales, los recursos 
animales, el paisaje y, en general, en la 
biodiversidad y calidad del ambiente. 
Finalmente, al ser urbanizada se convierte 
en un área con alta cobertura de techo que 
altera las condiciones hidrológicas locales, lo 

cual favorece la presencia de flujos 
superficiales instantáneos que pueden 
provocar problemas serios de inundaciones, 
erosión y pérdida de suelos (Torres, 2001). 
 

Figura 2- Ubicación de la ZP La Carpintera 
dentro de la ACCVC.  

Fuente: Aguilar González (2014). 
 

Dentro de esta realidad, que confirma los 
resultados que obtuvimos entre 1995 y 1999 
(Aguilar, 1999; Aguilar González, 2009), el 
panorama social es cómplice de la situación 
de deterioro ambiental descrita. La 
Carpintera tiene algunas pocas grandes 
propiedades con zonas de reserva de 
bosque en contraste con comunidades 
pobres y desinformadas sobre su valor 
ambiental (Aguilar González, 2009).  
 

En éstas, estando dentro de la ZP se les 
preguntó a los habitantes sobre su existencia 
y la mayoría no conocían de ella. Para 
culminar el cuadro de contraste y presión, el 
basurero de Río Azul, hasta hace algunos 
años el depositario de la mayoría de los 
desechos sólidos de la zona metropolitana 
de la ciudad de San José, se hallaba dentro 
de los límites de esta ZP, al lado de estas 
comunidades pobres y precarias cuyo 
crecimiento se dio parcialmente en razón de 
las oportunidades económicas que generaba 
el basurero (Figura 3). 
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Figura 3- Ubicación del Basurero de Río Azul 

Dentro de la Esquina Noroeste de la ZPLC. 

Fuente: Aguilar González (2014). 
 

Desde el año 2001 se han elaborado 
propuestas de política mediante normativa 
para mejorar las condiciones y manejo de la 
ZPLC hasta llegar hoy día a un plan de 
manejo que ha sido aprobado por el Consejo 
Regional del Área de Conservación 
Cordillera Volcánica Central (Aguilar, 2008).  
 

El Plan de Manejo marca un hito para la 
potencial resolución de los problemas que 
crean los conflictos supra apuntados. Sin 
embargo, algunos aspectos de la ejecución 
del mismo requieren de programas más 
ambiciosos que requerirían de recursos 
abundantes con el fin de implementar esta 
herramienta en toda su extensión. 
 

El Plan de Manejo de La Carpintera (PMLC) 
culmina un proceso de 9 años de iniciativas 
de base comunal para poder enfrentar los 
retos planteados por la conflictividad en la 
región. En este proceso varios actores 
locales se unen a las instancias 
conservacionistas estatales y a 
organizaciones técnicas y del gobierno local 
del cantón de La Unión en un esfuerzo por 
dotar a la ZP de esta herramienta de 
ordenamiento para habilitar su manejo 
adecuado. Es un esfuerzo pionero por ser 
participativo y por ser el primer plan que, 
dentro de los lineamientos actuales de los 
planes de manejo de áreas protegidas en 

Costa Rica, logra consolidarse para un 
modelo de esta categoría (de propiedad 

mixta) (Ramos & Quirós, 
2011). 
 

Así, pueden resumirse los 
resultados de este 
proceso de conformidad 
con Ramos y Quirós 
(2011) según la Tabla 1. 
Para cada uno de estos 
resultados se pueden 
observar los retos que 
esta sistematización 
consideró relevantes con 
el fin de consolidarlos y 
con ello, la efectiva 
aplicación del Plan de 
Manejo. Algunos de estos 
retos, como las 

aprobaciones y oficialización mediante 
publicación, ya han sido superados. 
 

Los resultados, dentro del cuadro de 
conservación tradicional de las áreas de 
conservación en Costa Rica, son notables. 
Destaca en los resultados la zonificación que 
prescribe el PMLC (Figura 4). Las zonas de 
usos restringidos representan la mayor 
regulación del uso de la tierra que prescribe 
el plan. No se intenta la preservación sino un 
uso de menor impacto con restricción de 
actividades intensivas. Estas zonas se 
ubican en un buen porcentaje en 
propiedades privadas. El plan es pionero en 
tanto propone llevar esta zonificación al nivel 
de planes de sitio para cada una de las fincas 
privadas. Un esfuerzo de este nivel requerirá 
de recursos significativos en términos de 
trabajo de extensión. 
 

Destaca también entre los retos de 
implementación la existencia de 
poblaciones, sobre todo, conforme se dijo 
antes, de clase marginal, dentro de la ZPLC. 
Estas se observan en el mapa de 
zonificación y según se desprende del plan 
se enfocarán hacia ellas especialmente los 
programas de educación ambiental. Es de 
notar también que se desprende que estas 
comunidades tuvieron baja participación en 
el proceso del PMLC en relación a su tamaño 
y densidad de población. El plan es omiso en 
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cuanto a medidas que incidan en reducir el 
impacto de la existencia de estas 
comunidades, mejorando su calidad de vida, 
más allá de los programas de educación. En 
éstas la disposición de desechos, prácticas 
de manejo de recursos del hogar y las 
condiciones de la infraestructura atentan 
contra los objetivos de la ZPLC 
presentándose por ejemplo, conforme se 
desprende de las visitas al campo y de los 
resultados que sustentan Aguilar (1999 y 
2009), un incumplimiento importante  de la 
normativa respecto a las zonas de protección 
en las riberas de las quebradas. Sin 
embargo, las iniciativas de mejoramiento 
infraestructural, como es el caso de la 
pavimentación de las calles, es limitado por 
las municipalidades en razón de estar estas 
comunidades dentro de la ZP. 
 

A pesar de estas acciones de los gobiernos 
locales, la falta de participación generalizada 
de los gobiernos municipales con jurisdicción 
sobre la ZPLC es característica. Solamente 
el gobierno local de La Unión se unió 
decididamente al esfuerzo y en alguna 
medida el de Cartago, siendo omisos los de 
los cantones de Desamparados y Curridabat. 
Esto parece significar una falta de 
comprensión de estos gobiernos de la 
importancia de la zona para sus cantones. 
 

Ahora bien, la cantidad de recursos que 
existen para la implementación del plan 
parece insuficiente. Sobre todo destaca esta 
situación en la presente coyuntura fiscal 
costarricense donde la situación de la deuda 
pública ha generado recortes 
presupuestarios importantes. El presupuesto 
total del MINAET representa solamente el 
1% del presupuesto nacional y hay consenso 
en varias de sus instancias más importantes 
(SINAC, Tribunal Ambiental Administrativo) 
de que sus necesidades no están siendo 

alcanzadas (Aguilar González, 2011). 
 

Estos retos serían pertinentes para los 
procesos de revisión y adaptación que el 
mismo plan prevé. También es claro aquí 
que la implementación requerirá de 
esfuerzos interinstitucionales y comunales al 
lado de suficientes recursos. Se desprende 

entonces que serán necesarios esfuerzos 
novedosos que generen recursos para la 
implementación del PMLC. Algunas 
opciones que podrían ser oportunas 
provienen del reconocimiento de los 
servicios ambientales que genera la zona 
para el área metropolitana y agrícola que la 
rodea. 
 

3. Los Servicios Ambientales de la ZPLC como 

una Fuente Potencial para Generar Recursos y 

Mejorar la Equidad Socio ambiental: La 

Deuda Ecológica 
 

La ubicación de la ZPLC es sumamente 
importante para las zonas urbanas y 
agrícolas subyacentes. Incluye una 
representatividad de cuatro zonas de vida 
(Holdridge, 1978). Así, es una de las pocas 
zonas remanentes del bosque que 
antiguamente cubría el Valle Central. Esto, a 
pesar de las alteraciones que presenta, le da 
un valor particular para fines de 
conservación.   
 

Hay aproximadamente 618 hectáreas de 
bosque primario. En este tipo de bosque hay 
un alto grado de epifitismo y gran cantidad de 
orquídeas, bromelias y helechos 
arborescentes. La fauna incluye varias 
especies significativas de aves. Estos 
atractivos la hacen tener un importante 
potencial turístico.  Asimismo, la flora incluye 
especies de uso común por los pobladores 
locales (Comisión Interinstitucional para la 
Zona Protectora Cerros de La Carpintera, 
2010).  
 

Es una zona de importante generación de 
agua. Existen en la ZPLC un total de 78 
caudales asignados para un total de 42 
concesionarios de aprovechamiento de agua 
para diferentes usos. Las 78 concesiones 
dadas representan una extracción de agua 
de 85.64 lts/s, equivalente a una extracción 
de agua de 7.400 m3 / día. El uso más común 
dado al agua lo representa el uso doméstico, 
seguido luego del riego agropecuario. 
Igualmente es utilizada en otras actividades 
productivas como el sector industrial 
(Comisión Interinstitucional para la Zona 
Protectora Cerros de La Carpintera, 2010).
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Tabla 1- Resultados y Retos para su Consolidación del Proceso Participativo del Plan de Manejo de la Zona Protectora La Carpintera 
(2002-2011). Fuente: Autor con base en Ramos y Quirós (2011) 

Resultado Retos para su consolidación 
1-  Se elaboró el Plan de Manejo (PMLC) que incluye las 
pautas de zonificación de la ZP. 

1.1- La oficialización del PMLC (Aval de los Consejos Regional y Nacional de 
Áreas Conservación y publicación de decreto respectivo); 
1.2 - La asignación de funcionarios y recursos por parte del MINAET/SINAC 
para la gestión del manejo de la ZPLC; 
1.3 - La conformación de un Consejo Local para la ZPLC; 
1.4- El uso del PMLC como guía para elaborar Planes de Sitio; 
1.5- La adopción del PMLC por otras instancias; 
1.6- La adaptación y mejora constante del PMLC; 
1.7- Diseñar una estrategia para abordar y detener el avance  
urbanístico dentro de la ZPLC; 
1.8- Reforzar la conectividad ecológica de la ZPLC con otras áreas silvestres 
protegidas. 

2-  Se logra una base social e institucional solida 
(asociaciones de propietarios, cívicas, municipalidad, 
organizaciones técnicas, SINAC) comprometida con la 
aplicación del plan. 

2.1- Mantener y fortalecer la confianza entre los actores involucrados; 
2.2 – Asegurar el compromiso de las entidades gubernamentales y de sus 
representantes, en especial del MINAET/SINAC; 
2.3- Lograr la participación de los gobiernos municipales, las ASADAS38; 
2.4- Mantener el respaldo político. 

3-  Grupos de propietarios privados involucrados en el 
proceso, mejor informados y con voluntad de participar 
en la implementación. 

3.1- Mejorar los procesos y espacios de negociación con los propietarios de 
fincas, de manera que se consolide la confianza entre las partes; 
3.2- Permitir a los propietarios el desarrollo de actividades de uso sostenible 
y sustentable en sus tierras, como un mecanismo de conservación; 
3.3- Lograr el involucramiento de otros propietarios de tierra. 

4- Se inició un proceso de educación ambiental y 
reconocimiento del valor ecológico de la ZPLC. 

4.1- Lograr la socialización itinerante del PMLC; 
4.2- Lograr alianzas estratégicas para la educación ambiental y la 
sensibilización de actores relevantes. 

5-  Se ha generado información técnica y científica de 
base por medio de alianzas estratégicas de colaboración 
con centros e instituciones de investigación. 

5.1- Desarrollar un Plan de Investigación que permita la actualización 
constante del diagnóstico de la ZPLC. 

                                                        
38 Forma en que se denomina a las asociaciones para el manejo de acueductos comunales en Costa Rica. 
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Figura 4- Zonificación del PMLC. Fuentes: PMLC y Ramos y Quirós (2011) 
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La ubicación de la zona en el sector sureste 
de la ciudad de San José y oeste de la ciudad 
de Cartago hace que sus zonas de 
vegetación sean fácilmente identificables 
como de importancia para la regulación de 
gases de efecto invernadero. Las carreteras 
más transitadas cerca de la ZPLC tienen 
emisiones vehiculares de hidrocarburos no 
quemados entre 51,89 y 175,57 kg/km/día 
(PRODUS, 2001). 
 

Asimismo, es fácil intuir que la ZPLC presta 
un servicio estético importante que favorece 
los valores de los bienes raíces en 
las zonas residenciales y 
comerciales ubicadas en sus 
alrededores, especialmente en el 
perfil norte de sus montañas donde 
existen numerosas zonas 
residenciales de clase media alta y 
alta. 
 

Sin embargo, a pesar de la cantidad 
de servicios ambientales que la 
ZPLC presta a las comunidades 
circundantes, la existencia de 
mecanismos de remuneración a la 
zona es limitada.  La cantidad de 
fincas bajo el régimen de pago por 
servicios ambientales (PSA) dentro 
de la zona no es alta. En el caso de 
la ZPCC, para el año 2007 solamente se 
reportan cinco propiedades totalizando 147,5 
hectáreas que recibían pagos por PSA 
(Comisión Interinstitucional para la Zona 
Protectora Cerros de La Carpintera, 2010). 
 

Hay entonces una situación de contraste en 
términos de la justa distribución de los costos 
y beneficios de la conservación y el 
desarrollo. Parece configurarse un caso de 
injusticia ambiental en el hecho de que la 
ZPLC lidie con las presiones de mantener los 
servicios ambientales que provee, al lado de 
la existencia de pobreza dentro de sus 
límites. A éstas sin embargo se les restringen 
las posibilidades de mejorar sus condiciones 
de calidad de vida mientras hay usuarios de 
los servicios ecosistémicos que los disfrutan 
sin que se reconozca su externaldiad 
positiva.  Por esta razón, esta  investigación 

propone la utilización del concepto de deuda 
ecológica. 
El concepto de deuda ecológica ha sido 
promovido por la ecología política desde 
varios frentes. Específicamente se ha 
promovido desde varias organizaciones, 
instituciones y publicaciones en España y 
América Latina. En Costa Rica, la Fundación 
Neotrópica promueve hoy en día su 
aplicación. 
 

Figura 5-Descomposición del concepto de 
deuda ecológica.  

Fuente: Aguilar González (2013). 

Aguilar González (2013) sintetiza las 
tendencias del desarrollo teórico del 
concepto (Figura 5) basado en varias 
fuentes. Se parte de que es un concepto en 
construcción. 
 

Conforme se puede observar la primera 
parte del concepto se ocupa de la definición 
de las partes involucradas en la relación. Se 
pasa inmediatamente a lo que se podrían 
llamar elementos que éticamente justifican la 
exigibilidad de la deuda. Todos ellos parten 
de la imposición de condiciones de un grupo 
de países a otro en virtud de una relación 
asimétrica de poder que incluso permite la 
utilización arbitraria de los espacios 
comunes. 
La teoría denomina componentes a la 
biopiratería, los pasivos ambientales, la 
deuda de carbono y la exportación de 
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residuos tóxicos (Colectivo de Difusión de la 
Deuda Ecológica, 2003). Al parecer la 
enumeración de estos componentes parte de 
ser una lista no taxativa sino abierta en tanto 
constituyen estos componentes los 
“ejemplos históricos”, por decirlo así, que 
mayor documentación han recibido en 
diversas latitudes del mundo al momento de 
formularse la definición. Quizás el más 
genérico de los casos es el del pasivo 
ambiental, definido como el conjunto de los 
daños ambientales, en términos de 
contaminación del agua, del suelo, del aire, 
del deterioro de los recursos y de los 
ecosistemas, producidos por una empresa, 
durante su funcionamiento ordinario o por 
accidentes imprevistos, a lo largo de su 
historia (Colectivo de Difusión de la Deuda 
Ecológica, 2003). 
 

Una de las implicaciones más importantes de 
este reconocimiento es que se trata de un 
marco conceptual generado de una forma 
constructivista, post normal (Funtowicz & 
Ravetz, 2003), de abajo hacia arriba 
partiendo no de una teoría general sino 
partiendo de los problemas concretos: los 
conflictos ambientales distributivos y sus 
causas.  Como concepto de ciencia post 
normal, revela su visión preanalítica (o sesgo 
revelado). Los justificantes de exigibilidad 
arriba presentados constituyen esa visión. 
 

Ahora bien, Villalba también nos presenta 
dos elementos más. Uno que relaciona el 
equivalente monetario del déficit ecológico, 
siendo este último la diferencia entre la 
huella ecológica y la biocapacidad de cada 
país. De estas diferencias, sugiere que se 
derivan las implicaciones respecto a la 
justicia, la sostenibilidad y los derechos 
(Villalba, 2008).  
 

El mismo Villalba (2008) admite que se 
encuentra en la literatura una tensión 
constante entre la amplitud de un enfoque y 
su utilidad. Debe reconocerse la necesidad 
de estandarizar y operativizar conceptos y 
mediciones para convertir la deuda 
ecológica en una herramienta útil frente a 
reparaciones, indemnizaciones y 
paralizaciones de nuevos impactos. 
 

Sugiere el autor la necesidad de un elemento 
de cuantificación o priorización cualitativa 
con el fin de poder precisar un estándar de 
referencia y la definición de justicia o 
derechos equitativos sobre el uso de los 
bienes y servicios ecosistémicos. Le interesa 
también el reto de la precisa identificación de 
actores que no deben ser necesariamente 
países (como lo contemplan la mayoría de 
las definiciones) sino  que    podrían ser otro 
tipo de comunidades político-administrativas, 
colectividades, actores individuales, o 
empresas privadas (Villalba, 2008).  
 

Por ello, Aguilar González (2013) sugiere 
una aplicación en diversos niveles 
reconociendo que la definición de la deuda 
ecológica debe comprender cuatro tipos de 
componentes conforme lo presenta la Figura 
6.  En primer lugar, las partes acreedoras y 
deudoras. Seguido, incluye una violación de 
derechos, daño o pasivo ambiental (lo que 
podríamos llamar el hecho causante) 
ocasionados por un sujeto institucional 
corporativo o individual. En tercer lugar, 
implica elementos que determinan la 
exigibilidad ética y que partirán de una 
realidad concreta analizada por la ecología 
política dentro de su objeto de estudio: los 
conflictos socio-ecológico distributivos  (la 
injusta distribución de los costos y beneficios 
del desarrollo y la conservación que llevan a 
ese conflicto).  
 

Figura 6- Síntesis de los elementos reconocidos 
en la literatura que constituyen la deuda 

ecológica. 

Fuente: Aguilar González (2013). 
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La comprobación cualitativa o cuantitativa de 
esa inequidad justifica una acción social o 
institucional. Se le podría llamar a este 
elemento evaluación de “justicia distributiva”. 
En cuarto lugar se sugieren componentes de 
exigibilidad compensatoria que podrían 
llegar a medir el valor monetario o las 
preferencias sociales/comunales frente al 
daño inequitativamente infringido y 
debidamente comprobado. Estas permiten 
materializar la acción compensatoria que 
puede ser de índole pecuniaria o tener 
expresiones sociales como las sanciones 
penales. Para efectos conceptuales 
podríamos llamar a este elemento 
“evaluación compensatoria”. 
 

De acuerdo con las consideraciones 
anteriores y buscando una expansión del 
objeto de análisis  se puede proponer 
entonces una definición amplia de la deuda 
ecológica (Aguilar González, 2013). Así, en 
este trabajo partimos de definirla como la 
existencia de situaciones determinadas 
por asimetrías de poder en las cuales un 
grupo de individuos, colectivos sociales 
o políticos, que comparten alguna 
característica común (vgr. género, clase 
social, raza, cultura, subdesarrollo, etc.) 
sufren desproporcionadamente por la 
injusta distribución de los costos y 
beneficios de la conservación y el 
desarrollo (vgr. las consecuencias de los 
daños ambientales la violación de sus 
derechos o la provisión/extracción de 
bienes o servicios ambientales) sin justa 
compensación pecuniaria o social.  

En Aguilar González (2013) ya se sugiere 
como ejemplo de un conflicto que reflejan la 
inequidad en la distribución de costos y 
beneficios de la conservación la situación 
presente en la ZPLC. En la Tabla 2 
presentamos la deconstrucción del conflicto 
socioambiental de La Carpintera de acuerdo 
con los elementos de la deuda ecológica 
desarrollados hasta aquí. 
 

La lógica de la aplicación del concepto radica 
en la  urgencia de implementar el PMLC y 
de suplementarlo con medidas adicionales 
que, atendiendo a las necesidades sociales 
de las comunidades que se encuentran 
dentro de la ZPLC, permitan garantizar la 
permanente provisión de los servicios 

ambientales de la zona reduciendo las 
presiones sobre los mismos.  
 

Es así que la evaluación del nivel de la deuda 
para efectos de compensarla se puede 
convertir en un instrumento que permita 
identificar recursos existentes que puedan 
ser canalizados para efectos de garantizar 
este flujo de servicios. Por ejemplo, las 
municipalidades en Costa Rica recaudan 
recursos por el Timbre Pro Parques 
Nacionales. Aparte de tener un porcentaje de 
estos recursos que debe pasar a las arcas 
del SINAC para ser asignado a las áreas de 
conservación y áreas silvestres protegidas 
que elija, un 27% le queda a la Municipalidad 
para formular e implementar estrategias 
locales de desarrollo sostenible (Ley de 
Biodiversidad, art. 43).  
 

Tabla 2- Deconstrucción de los Elementos Constitutivos de la Deuda Ecológica en 
la Conflictividad Socio-Ecológico Distributiva de la Zona Protectora La Carpintera.  

Fuente: Elaboración Propia. 

Contexto 

Geográfico 

Acreedor/Deudor Hecho Causante Evaluación de Justicia 

Distributiva 

Evaluación 

Compensatoria 

ZPLC en la región 

este del Valle 

Central de Costa 

Rica, cantones de 

La Unión, 

Desamparados, 

Curridabat y 

Cartago, 

ZPLC, propietarios y 

comunidades dentro 

de la misma/  

Comunidades fuera 

de la ZPLC que se 

beneficiar de sus 

servicios 

ambientales. 

Servicios ambientales 

asociados a limitaciones 

en las actividades 

humanas y limitaciones 

en usos de la tierra y 

desarrollo que no son ni 

han sido históricamente 

compensados 

Los costos y beneficios de 

la conservación y el 

desarrollo en las áreas 

silvestres protegidas y sus 

zonas de influencia deben 

estar equitativamente 

distribuidos entre los 

diversos actores sociales. 

Pendiente. 
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Asimismo, las municipalidades perciben 
recursos en razón de impuestos territoriales 
que se originan en un avalúo fiscal de los 
bienes raíces. Éste se ve afectado por 
elementos como la ubicación del inmueble, 
incluyendo los servicios de vista que pueda 
proveer una zona como la ZPLC (Ley de 
Impuesto Sobre Bienes Inmuebles, 7509 de 
9 de mayo de 1995, sus reformas y 
reglamentos). En el mismo sentido, las 
municipalidades recaudan un impuesto 
adicional a las llamadas casas de lujo (Ley 
8683 “Impuesto Solidario para el 
Fortalecimiento de Programas de Vivienda” 
del 2008). Zonas como la ZPLC no reciben 
retribución producto de estos impuestos a 
pesar de que su servicio de vista obviamente 
afecta los valores de los bienes raíces.  
 

4. La Propuesta Metodológica: Combinando 

Metodologías de Valoración Monetaria, 

Huella Ecológica y el Análisis Multicriterio. 
 

Así, con el fin de sensibilizar sobre la 
importancia de la deuda ecológica que las 
zonas adyacentes tienen con la ZPLC, esta 
investigación ha planteado estimar al menos 
algunos de sus elementos mediante una 
metodología multidimensional.  La propuesta 
responde a una de las preocupaciones 
fundamentales de los fundadores de la 
economía ecológica (entre ellos Nicholás 
Georgescu-Roegen) en tanto no reconoce 
una medida única del valor y trata de incitar 
mejor calidad en las decisiones (Gowdy & 
Mesner, 1998). Se integra valoración 
monetaria de servicios ambientales, con 
indicadores biofísicos dentro de un marco de 
valoración multicriterial como herramienta de 
análisis de los intereses en juego en la 
conflictividad (Aguilar-González & Moulaert, 
2013). 
 

Específicamente el proceso que se propone 
en la ZPLC integra cuatro elementos. En 
primero lugar, una actualización del 
diagnóstico socioambiental de la zona 
(Aguilar, 1999; Aguilar González, 2009).  
Esta actualización pretende ilustrar el 
desarrollo histórico de la región con 
parámetros más claros y comprensibles. 
 

Segundo, la ZPLC y su zona circundante se 
ha dividido en comunidades deudoras y 
acreedoras. Las deudoras son aquellas que 
se benefician de los servicios ambientales de 
la zona y que aparentemente tienen una 
calidad de vida mayor (y por lo tanto una 
mayor capacidad de retribuir a la ZPLC). Su 
selección se ha basado en su ubicación y en 
el valor base de sus terrenos de acuerdo con 
los valores fiscales en zonas homogéneas 
determina el Ministerio de Hacienda. Se trata 
de comunidades mayoritariamente de clase 
media y alta.  
 

Las acreedoras son aquellas que tienen sus 
posibilidades de utilización de la tierra 
limitada por el régimen de protección de la 
zona y que tienen evidentemente afectado el 
valor de sus terrenos por esa característica. 
En general son comunidades de niveles de 
ingresos más bajos ubicadas dentro o justo a 
la par de la ZPLC. En algunos casos se trata 
de comunidades de clase media. Para 
comparar la deuda ecológica de ambas 
zonas en términos de huella ecológica se 
han realizado encuestas de huella ecológica 
a los hogares con visitas casa por casa. 
 

En tercer lugar, se ha seleccionado entre los 
servicios ambientales que brinda la ZPLC,  el 
servicio de belleza paisajística y su efecto 
sobre los valores de los bienes raíces como 
un indicador del valor monetario de esos 
servicios. Se está estimando este valor 
mediante un modelo de valoración  hedónica 
(Lora & Powell, 2011; Velásquez, 2011) 
sintetizado en 

 
(1) ln(𝑝) =  𝛼𝑜 + 𝛼1𝑉𝑖 + 𝛼2𝐸𝑗(𝑖) + 𝜀; 

 donde: 

 P =  es el precio de las viviendas; 

 V =  es el vector que contiene las 
características de la vivienda;  

 E =    es el vector de las características del 
entorno (que incluye el vecindario y su 
equipamiento);  

 i =  es el hogar y,  

 j =  es la división urbana donde se 
localiza el hogar (cuadra, manzana, 
sector, etc.). 

 

 

Bernardo Aguilar: Deuda Ecológica e Injusticia Ambiental en Áreas Semiurbanas 



 

Revista de Investigaciones Económicas: ISSN 0003297 -  LATINDEX No. 23291  82 | Página 
Vol. 10. Núm. 2 (2015)  

Para efectos de ubicación contextual se 
ha desarrollado una estimación 
preliminar del valor de todos los servicios 
ambientales que provee la ZPLC de 
acuerdo con la metodología de 
Transferencia del Valor y las áreas que 
de acuerdo con su recientemente 
aprobado PMLC tienen los diversos usos 
de la Tierra. Esta estimación se debe 
tomar como un indicador de magnitud 
provisional, en tanto se trata de una 
metodología rápida cuyos resultados 
deben ser comprendidos a la luz de la 
idoneidad de la literatura existente y de la 
naturaleza misma de los servicios 
valorados en ella (Liu, et al., 2010). 
  

Se busca integrar estos tres elementos 
en un proceso participativo con 
representación de los diferentes sectores de 
actores (Figura 7). Estos sectores incluyen 
habitantes de los diferentes grupos 
comunales (deudores y acreedores), 
instituciones y organizaciones, privadas y 
cívicas que hayan participado en la 
aprobación del PMLC. De esta manera se 
busca que el proceso de integración de 
indicadores y valores lleve a elucidar las 
preferencias de los actores relevantes con 
respecto a la compensación de la deuda 
ecológica. 
 
5. Resultados Preliminares y Discusión. 
 

Tres elementos de estimación de resultados 
preliminares se han completado que pueden 
servir para visualizar los futuros resultados 
de esta investigación. Las fases pendientes 
son las de estimación hedónica y la consulta 
participativa. 
 

En primer lugar se ha completado la 
valoración con la metodología de 
transferencia del valor. Como está 
extensamente documentado, la aplicación 
debe ser cuidadosa para evitar errores que 
pongan en duda sus resultados, 
especialmente para efectos de toma de 
decisiones de política. En este estudio se ha 
hecho una estimación con base en las 
fuentes utilizadas en Earth Economics 
(2010).  
 

Los servicios ambientales involucrados 
incluyen algunos de los que se consideran de 
poca idoneidad para la valoración económica 
con mecanismos monetarios. Este es el caso 
de los servicios de regulación del clima para 
los usos de la tierra de bosque tropical y 
zonas urbanas. Asimismo es el caso del 
servicio de conservación de recursos 
genéticos para los bosques tropicales. 
Asimismo, se incluyen servicios ambientales 
que se consideran de poca transferibilidad 
como es el caso del servicio de recreación y 
valor estético de las zonas de pastos, zonas 
urbanas y de cultivos. Por esta razón debe 
tomarse la estimación como conservadora 
(Liu, et al., 2010). 
 

Esta estimación implica un valor promedio de 
cerca de $3,1 millones al año en servicios 
ambientales. Se observa que se trata de una 
cantidad que, en términos de sensibilización 
comunal, permite superar la tradicional 
percepción de que los servicios ambientales 
con un flujo sin valor. Ciertamente, lo óptimo 
sería que se tratara de una transformación 
ética que permitiera dimensionar el valor de 
la biosfera de una forma adecuada e integral. 
Sin embargo, esta herramienta ya es útil para 
sensibilizar y para mediar con las 
percepciones de los actores. 
 

Ahora bien, la presentación del valor 
monetaria es algo más creíble mediante 
métodos lentos como el que se propone para 

Figura No. 7 - Síntesis del proceso participativo de estimación parcial de la  

deuda ecológica de las comunidades circundantes con la Zona Protectora 

 La Carpintera. 

Fuente: Elaboración propia. 
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la valoración del servicio 
estético (valoración 
hedónica). Sin embargo, 
es claro que presenta la 
misma problemática de 
reduccionismo teórico que 
la economía ecológica 
crítica y en este estudio se 
utiliza dentro de un marco 
de ciencia postnormal 
donde el fin de la 
valoración la convierte en 
instrumental de la 
implementación del 
proceso multicriterial que 
se desea promover. 
 

Se ha concluido asimismo 
la recolección de datos sobre la huella 
ecológica de las comunidades deudoras y 
acreedoras y su relación con los valores 
fiscales de las propiedades de las zonas en 
cuestión. La Tabla 4 nos muestra los 
resultados.  
 

Las comunidades fueron muestreadas 
mediante el método de contabilidad de un 
cuestionario adaptado de la ONG 
estadounidense “Redefining Progress”  y 
fueron asimismo procesadas mediante la 
calculadora de la “Global Footprint Network” 
(GFN)  disponible en 
http://www.footprintnetwork.org/en/index.ph
p/GFN/page/calculators/. Al lado de las 
estimaciones se presentan los valores por 
metro cuadrado de sus propiedades en 
dólares estadounidenses según los valores 
fiscales estimados por el Ministerio de 
Hacienda de Costa Rica. Se logró una 
cobertura muestral de 116 hogares deudores 
y 165 hogares acreedores. El promedio que 
se presenta es por comunidad.  Debe 
anotarse que 
los resultados 
de la muestra 
de las 
comunidades 
deudoras debe 
tomarse como 
conservadora 
dado que fue 
frecuente el 
encontrar 

secciones de las mismas con agujas, 
cerradas y sin acceso posible para los y las 
encuestadoras. 
 

En la Tabla 5 se observa el nivel de deuda o 
acreencia ecológica (en el sentido 
desarrollado por Villalba, 2008) en hectáreas 
per cápita por año de las mismas 
comunidades. Para distinguirlo de la 
estimación monetaria lo llamamos déficit o 
superávit ecológico. Se muestra el déficit o 
superávit en relación con la biocapacidad del 
mundo (1,8 ha/cápita) (1) y el déficit o 
superávit en relación con la biocapacidad de 
Costa Rica (1,9 ha/cápita) (2) de acuerdo con 
las cifras reportadas por la GFN (2010). 
 

La Tabla 4 nos permite apreciar la evidente 
correlación entre la huella ecológica de las 
zonas deudoras y los valores fiscales de sus 
bienes raíces, sustancialmente más altos. La 
Tabla 5 nos permite ver como el superávit 
ecológico de las zonas acreedoras 
representa un espacio ambiental que se 

 

Tabla 3 -Estimación de los Servicios Ambientales Generados Anualmente en la 

Zona Protectora La Carpintera.  

Fuente: Autor por medio de datos del Plan de Manejo de la ZPLC (Comisión 

Interinstitucional para la Zona Protectora Cerros de La Carpintera, 2010). 

Datos de Uso de  
La Tierra 

 Valores Bajos y Altos por 
Hectárea 

Valores Altos y Bajos con Hectáreas 

 Area Total 
Ha 

Bajo Alto Bajo Alto 

Bosque Tropical 812  $ 1.668,54   $ 5.510,35   $ 1.354.858   $  4.474.403  

Charral/Tacotal, 
Reforestación y 
Recuperación 

559  $         6,60   $       66,29   $       3.688   $       37.058  

Cultivos Anuales, 
permanentes y 
pastos 

769  $         8,19   $       39,54   $        6.301   $       30.408  

Urbano 128  $      522,18   $  2.231,23            66.839           285.598  

Terreno 
Descubierto 

128  $                -     $                                          
-    

 $                 -   $                 -  

Sin Datos 0      

        

Total 2396  $  2.205,51   $  7.847,42   $ 1.431.686,00   $   4.827.467,02  
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libera y que podría considerarse como 
beneficioso para las clases más afluentes de 
la bioregión en tanto permite que puedan 
tener disponibles recursos que ayudan a 
consolidar esa situación de ventaja. 
 

Podría lanzarse la hipótesis de que la 
correlación que se observa ilustra una 
estratificación de clases socio-ecológicas en 
relación a la apropiación del espacio 
ambiental y que los valores fiscales son un 
reconocimiento y una consolidación de la 
situación de injusticia ambiental apuntada 
arriba. Aquellos cuyo consumo tiene mayor 
impacto ambiental para el país y el mundo 
gozan de valores fiscales sustancialmente 
más altos mientras que aquellos cuyo 
consumo es menos pesado ara el país y el 
planeta, al tiempo tienen limitadas sus 
posibilidades de mejorar su calidad de vida y 
tienen valores fiscales de sus propiedades 
más bajos. 

 

El poder estimar el grado de significancia y la 
magnitud monetaria del servicio de vista para 
las comunidades deudoras nos ayudará a 
poder medir mejor la magnitud de la deuda 
ecológica. Asimismo, permitirá visualizar 
instrumentos de política que podrían 
explorarse para poder balancear estas 
situaciones de inequidad. 
 

Con estos insumos, al lado de las 
regulaciones del PMLC se espera que el 
proceso participativo pueda efectivamente 
sugerir mecanismos para fortalecer la 
implementación del PMLC. Dentro del 
cuadro planteado, esta investigación espera 
probar, una vez recopilados todos sus 
elementos que la internalización adecuada 
de la deuda ecológica por las comunidades 

puede ser un mecanismo adecuado para ese 

fin. 
 

6. Breves Conclusiones Preliminares. 
 

Se ha abordado en este trabajo, con un 
enfoque de ambientalismo social, uno de los 
problemas ambientales subsistentes en la 
historia de la conservación en Costa Rica: la 
implementación de manejo efectivo en el 
modelo conocido como zonas protectoras. 
Este modelo, a pesar de su ubicación 
estratégica en importantes cuencas 
hidrográficas, ha constituido históricamente 
un modelo de “parque de papel”.  
 

Dentro de esta problemática, encontramos 
anidado el conflicto socio-ecológico 
distributivo de la ZPLC. Para ella, este 
trabajo ha propuesto un marco de deuda 
ecológica para apoyar la implementación del 
PMLC mediante la internalización de la 

deuda ecológica 
que los 
beneficiarios de los 

servicios 
ambientales de la 
ZPLC tienen con 
ésta con el fin de 
compensar esos 
servicios y proveer 
recursos para 
mejorar las 
condiciones de vida 
de aquellos que 

cargan con restricciones que no les permiten 
mejorar sus condiciones marginales.  
 

Ello, asimismo, reforzará el mantenimiento 
de la oferta y calidad de los resultados de 
esas funciones ecosistémicas. Se ha 
adaptado el marco teórico de deuda 
ecológica proponiendo una definición y una 
deconstrucción de los conflictos 
socioambientales que muestran su 
aplicabilidad para casos similares al de La 
Carpintera donde la distribución de los 
costos y beneficios de la conservación y el 
desarrollo se presenta inequitativa. 
 

De allí se propone un modelo de valoración 
con esencia multicriterial para explicitar las 
preferencias comunales sobre las opciones 
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de internalización de la deuda que utiliza 
como insumos de sensibilización elementos 
biofísicos (huella ecológica de las 
comunidades deudoras y acreedoras, déficit 
y superávit ecológico, diagnósticos 
ambientales de la zona) a la par de 
elementos sociales y económico monetarios 
(diagnósticos sociales, valoración monetaria 
de la deuda ecológica). Estos insumos se 
utilizarán dentro de un marco participativo 
con el fin de concluir sobre las preferencias 
de los actores. Este proceso ha de fortalecer 
las instancias participativas ya creadas para 
apoyar la creación, aprobación y ejecución 
del PMLC. 
 

Los resultados preliminares ya arrojan 
algunas tendencias con respecto a la 
magnitud del valor monetario de los servicios 
ambientales de la zona. Asimismo muestran 
las diferencias comunales en cuanto a la 
huella ecológica de las comunidades 
(deudoras y acreedoras) y su déficit o 
superávit ecológico en relación a la 
biocapacidad mundial y de Costa Rica en 
particular. Más allá, se configura la relación 
entre los niveles de huela y el valor de los 
bienes raíces en las diferentes comunidades 
lo cual fortalece la lógica que ha planteado el 
análisis para justificar la compensación de la 
deuda ecológica con el fin de mantener los 
flujos de servicios ambientales que 
benefician a los deudores y que hoy día no 
son compensados. Se atiende un cuadro 
evidente de injusticia ambiental.    
 

La interacción entre áreas protegidas y 
zonas urbanas y semiurbanas es cada día 
más común en América Central y más allá 
(Latinoamérica, África, el Caribe, etc.). 
Mundialmente, se reconoce que las áreas 
protegidas urbanas -reservas naturales 
situadas en los grandes centros de población 
o en sus entornos- se encuentran en el 
corazón de la lucha por la generación de 
perspectivas más sostenibles para los 
ciudadanos y la naturaleza. Así, estas áreas 
protegidas juegan un papel decisivo que las 
diferencia de otras áreas naturales 
protegidas. 
Estas zonas ofrecen la oportunidad de 
descubrir y experimentar la naturaleza para 
un gran número de ciudadanos, incluyendo 

muchas personas que no tienen la 
posibilidad de visitar las áreas naturales 
protegidas más lejanas. La tendencia de 
analizar los retos de la conservación de estas 
áreas es uno de los campos novedosos que 
abrazan hoy día diversas instancias técnicas 
de reconocido prestigio (Trzyna, 2014). 
 

Los resultados de este estudio podrían ser 
extrapolables y beneficiosos para estas 
líneas de investigación permitiendo atender 
esta clase de conflictividad que  se presenta  
más comúnmente en relación con estas 
áreas protegidas en otras latitudes. Este es 
el caso por ejemplo de áreas silvestres como 
el Parque Nacional Tijuca en Río de Janeiro 
(Peixoto, et al., 2008). Con vista en las 
inequidades implícitas en los procesos de 
urbanización globales es previsible que este 
tipo de casos se presente cada día con más 
frecuencia. 
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